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SOLICITUD DE EJERCICIO DE LA FACULTAD DE ATRACCIÓN 469/2018.

SOLICITANTES: MINISTROS INTEGRANTES DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.
PONENTE:

MINISTRO ALBERTO PÉREZ DAYÁN.
(HIZO SUYO EL ASUNTO LA MINISTRA MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS).
SECRETARIO:

ISIDRO MUÑOZ ACEVEDO.
Vo. Bo.

Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día diez de octubre de dos mil dieciocho.
VISTOS, para resolver la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción identificada al rubro; y 
RESULTANDO:
PRIMERO. Juicio de amparo indirecto. Mediante escrito presentado el veintisiete de octubre de dos mil diecisiete, a través del buzón judicial y turnado el treinta de octubre siguiente a la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de Veracruz, **********, por su propio derecho; interpuso demanda de amparo indirecto contra las siguientes autoridades y por los siguientes actos:

"II. AUTORIDADES RESPONSABLES

1. El Fiscal General del Estado de Veracruz, Jorge Winckler Ortiz.
III. ACTOS RECLAMADOS

a)
Del Fiscal General del Estado de Veracruz el bloqueo de la cuenta personal de Twitter @********** por parte de la cuenta de Twitter que el Fiscal maneja con el nombre de usuario @**********, constituyendo un acto discriminatorio y que limita mi derecho al acceso a la información de carácter público que ahí transmite". 

Al respecto, el quejoso invocó como disposiciones constitucionales violadas en su perjuicio, las que se consagran en los artículos 1, 6, 7, 14, 16 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en relación con los diversos 1.1, 8, 13 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y 2.1, 19 y 20 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Asimismo, narró los antecedentes del caso y formuló los conceptos de violación que estimó pertinentes.
Tocó conocer de la demanda, por razón de turno, al Juzgado Décimo Octavo de Distrito en el Estado de Veracruz, con residencia en Xalapa, Veracruz, cuyo titular, en auto de treinta y uno de octubre de dos mil diecisiete la admitió a trámite y la registró con el expediente **********.
Previos los trámites de ley, dictó sentencia el veintiocho de mayo de dos mil dieciocho, en la que resolvió:

"PRIMERO. La Justicia de la Unión ampara y protege a **********, contra la autoridad y acto reclamado señalados en el considerando tercero, atento a las razones expuestas en el decisorio quinto y para los efectos apuntados en el diverso sexto del presente fallo.

SEGUNDO. Publíquese la presente sentencia en los términos que se indican en el considerando séptimo de esta resolución.

TERCERO. Como está ordenado en el considerando último, entréguese copia autorizada de este fallo a la parte que lo solicite y se encuentre legitimada para ello.".
SEGUNDO. Trámite del recurso de revisión. Inconforme con la resolución anterior, Marco Antonio González Cuevas, Subdirector de Amparo, Civil y Penal de la Fiscalía General del Estado de Veracruz de Ignacio De la Llave, en representación de la autoridad demandada Fiscal General de dicho Estado Jorge Winckler Ortíz; interpuso recurso de revisión en su contra.

Por cuestión de turno correspondió conocer del referido recurso al Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, el que por auto de cuatro de julio de dos mil dieciocho, lo admitió a trámite, registrándose al efecto con el número de expediente **********.
TERCERO. Trámite de la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción. En escrito recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el dos de julio de dos mil dieciocho, el Juez Décimo Octavo de Distrito en el Estado de Veracruz, solicitó a este Alto Tribunal el ejercicio de su facultad de atracción para conocer y resolver el recurso de revisión **********, interpuesto en contra de la sentencia dictada por dicho órgano dentro del juicio de amparo indirecto **********.
En sesión privada de nueve de agosto de dos mil dieciocho, los señores Ministros integrantes de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación hicieron suya la solicitud formulada por el Juez Federal, a efecto de conocer el amparo en revisión **********. En esa virtud, se formó y registró la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 469/2018.
En proveído de veintiuno de agosto de dos mil dieciocho, el Presidente de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, admitió a trámite la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción para conocer del amparo en revisión de mérito.

CONSIDERANDO:
PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente solicitud de ejercicio de la facultad de atracción, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracción VIII, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 85 de la Ley de Amparo y 21, fracción III, inciso b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, con relación a lo previsto en el punto Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013, en virtud de que se estima innecesaria la intervención del Tribunal Pleno para su resolución. 

SEGUNDO. Consideraciones previas. De acuerdo con lo previsto en el artículo 107, fracción VIII, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerza su facultad de atracción para conocer de un asunto de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, es necesario que se satisfagan los siguientes requisitos: 

· Formales:

Debe ejercerse de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito o del Procurador General de la República. 

· Materiales: 

A juicio de este Alto Tribunal, el asunto debe revestir características de importancia y trascendencia. Esto es, la naturaleza intrínseca del caso debe revestir un interés superlativo reflejado en la relevancia del tema [importancia] así como un carácter excepcional o novedoso que entrañe la fijación de un criterio normativo para casos futuros [trascendencia]. 

Lo excepcional deriva asimismo de la complejidad sistémica que presentan algunos asuntos por su interdependencia jurídica o procesal; esto es, aquellos que están relacionados entre sí de tal forma que se torna necesaria una solución que atienda a las consecuencias jurídicas de todos y cada uno de ellos.

Cabe señalar que los aludidos presupuestos materiales se desprenden de los diversos criterios que la Suprema Corte de Justicia ha emitido en relación con lo que debe entenderse por interés o trascendencia, de los que se distinguen dos tipos de requisitos: 

· Los de carácter cualitativo, entre los que se encuentran conceptos tales como: “gravedad”, “trascendencia”, “complejidad”, “importancia” o “impacto”. Dentro de estos conceptos se comprenden otros derivados, a saber: “interés de la Federación”, “importancia derivada de la existencia de un conflicto de poderes”, “trascendencia jurídica”, “trascendencia histórica”, “interés de todos los sectores de la sociedad”, “interés derivado de la afectación política que generará el asunto”, “interés económico”, “interés asociado a la convivencia, bienestar y estabilidad de la sociedad”. 

· Los de carácter cuantitativo, entre los que se advierten conceptos como: “carácter excepcional”, “que el asunto no tenga precedentes”, “que sea novedoso”, “que el asunto se sale del orden o regla común”, “que el asunto no tenga similitud con la totalidad o la mayoría de los asuntos” o “que se expresen razones que no cabría formular en la mayoría o en la totalidad de los asuntos”. 

· Unos y otros pueden tener un carácter eminentemente jurídico 
–complejidad, excepcionalidad, novedad–, o bien, un carácter extrajurídico 
–trascendencia histórica, política, interés nacional–.

Por tanto, con el fin de delimitar y ordenar estos criterios, se estima pertinente utilizar los conceptos “interés” e “importancia” como notas relativas a la naturaleza intrínseca del caso, tanto jurídica como extrajurídica y el concepto de “trascendencia” para reflejar el carácter excepcional o novedoso que entrañará la fijación de un criterio normativo para casos futuros.

TERCERO. Antecedentes del asunto. Para estar en aptitud de establecer si se reúnen los requisitos precisados en el considerando que antecede, particularmente los de carácter material –importancia y trascendencia–, es menester analizar el asunto cuya atracción se solicita en su integridad considerando para ello los antecedentes del acto reclamado, las consideraciones de la resolución recurrida y los agravios propuestos en el recurso, sin que ello implique prejuzgar sobre el fondo del asunto. Así, se desprende de la tesis P.CLI/96 del Tribunal Pleno que se lee bajo el rubro: "ATRACCIÓN, FACULTAD DE. EL ANÁLISIS DE LA PROCEDENCIA DE SU EJERCICIO OBLIGA A EXAMINAR EL ASUNTO EN SU INTEGRIDAD, SIN PREJUZGAR SOBRE EL FONDO"
.
I. Juicio de amparo indirecto. Mediante escrito presentado el veintisiete de octubre de dos mil diecisiete, **********, por su propio derecho, interpuso demanda de amparo indirecto contra el Fiscal General del Estado de Veracruz, Jorge Winckler Ortiz, por el "bloqueo de la cuenta personal de Twitter @********** por parte de la cuenta de Twitter que el Fiscal maneja con el nombre de usuario @**********, constituyendo un acto discriminatorio y que limita mi derecho al acceso a la información de carácter público que ahí transmite".

Correspondió conocer de la demanda al Juzgado Décimo Octavo de Distrito en el Estado de Veracruz, con residencia en Xalapa, Veracruz, registrándose al efecto con el número de expediente **********. Previos los trámites de ley, el Juez Federal dictó sentencia el veintiocho de mayo de dos mil dieciocho, en la que concedió el amparo solicitado, atendiendo a las siguientes consideraciones esenciales:
· Análisis de la causal de improcedencia. En principio, el juzgador se avocó al examen de la única causal de improcedencia que hizo valer la responsable, en el sentido de que en la especie se actualiza lo dispuesto por el artículo 63, fracción XXIII, en relación con los numerales 1, fracción I y 5, fracción II, de la Ley de Amparo, pues el manejo de la cuenta personal ********** dentro de la red social Twitter, "no es un acto de autoridad, ni de un particular realizando actos equivalentes a los de una autoridad, pues en ella se publican cuestiones de índole personal".
Al respecto, estimó que era infundada la referida causa de improcedencia, ya que de los artículos 2, 28, fracción II y 30, fracción XXV, del Reglamento de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Veracruz, se advierte que el Fiscal General del Estado de Veracruz tiene como obligación inherente a su cargo "promover la comunicación social". Asimismo, en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública local "es sujeto obligado en cuanto a difundir información de interés público en relación a las actividades llevadas a cabo en el desempeño del encargo conferido", estableciendo la normativa que deberá procurar "establecer canales de comunicación con la ciudadanía a través de plataformas digitales o de redes sociales, como sucede con Twitter". 

· Así, se advierte que la ley establece la obligación del Fiscal General del Estado de Veracruz, "de difundir información de interés público a través de la gestión de la comunicación social inherente a la oficina pública que ocupa, lo que implica que se actualiza la nota distintiva de autoridad para efectos del juicio de amparo", esto es, la relación de supra a subordinación con un particular, tenga su nacimiento en la ley.
Es evidente que las normas en referencia "no obligan en forma alguna al Fiscal General del Estado de Veracruz, como organismo autónomo del Estado, a tener una cuenta en la red social Twitter para interactuar con los gobernados", dado que sólo se indica que deberá establecer canales de comunicación, esto es, no se hace en términos imperativos.

· Sin embargo, "si la autoridad responsable decidió comunicarse con la ciudadanía a través de algún medio electrónico", como lo son las redes sociales, al compartir en su cuenta personal información inherente al desempeño de su encargo, "es evidente que voluntariamente asumió las consecuencias normativas correspondientes, ante la calidad de los datos compartidos".
Efectivamente, el ejercicio de los cargos públicos es de interés social, por lo que quienes los ejercen se encuentran sujetos a un escrutinio mayor en cuanto a su actuar por parte de la ciudadanía que aquellos que no los desempeñan; por tanto, "si un funcionario decide utilizar su cuenta privada (que no pertenece a la oficina que desempeña), de una red social para comunicarse con los gobernados a través de la publicación de información inherente a las acciones tomadas en ejercicio de su cargo público, es evidente que asume la responsabilidad de garantizar el acceso a ella a cualquier persona en términos de la normativa en referencia".

· Además, del resultado de la inspección judicial ofrecida por el quejoso, desahogada el dieciocho de mayo de dos mil dieciocho, se tiene que al acceder en la red social de twitter a la cuenta @**********, se observó que Jorge Winckler Ortiz, "se ostenta como Fiscal General del Estado de Veracruz", y se "advierte que en sus publicaciones se comparte información de interés público". 
Publicaciones que se acompañan de fotografías que reportan lo informado que, como se ve, "se refiere siempre al desempeño del trabajo y actividades de Jorge Winckler Ortiz, Fiscal General del Estado de Veracruz, asumiendo con ello la obligación de publicidad" a que se refieren los artículos 9, fracción VII, 11, fracción V, y 51, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Veracruz, y 216, 221, fracciones I, VII, VIII y XII, del Reglamento de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Veracruz.

· Lo anterior, prueba plenamente "que dicha cuenta no la utiliza únicamente como cuenta personal, como lo aduce, sino también como medio de comunicación con la ciudadanía sobre su gestión en su calidad de Fiscal General del Estado de Veracruz".

· De esa manera, se tiene que el Fiscal General del Estado de Veracruz, usuario de la cuenta **********, en la red social Twitter, "al bloquear al quejoso **********, usuario de la diversa cuenta @**********, de la citada red social, actualiza la nota distintiva de autoridad para efectos del juicio de amparo, de una relación de supra a subordinación con los particulares".

Máxime que el quejoso, con la inspección judicial ofrecida "demostró que tiene la calidad de reportero, por tanto, tiene derecho a buscar y recibir información de todo tipo"; como consecuencia, la autoridad responsable en su calidad de servidor público y como sujeto obligado de acuerdo a la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Veracruz, "tiene la obligación de promover y respetar el acceso a la información".

· En esas condiciones, el acto reclamado en esta instancia constitucional "guarda las características necesarias para ser considerado como proveniente de una autoridad para efectos del juicio de amparo". De esa manera, no se actualiza la causal de improcedencia propuesta.

· Violación al derecho a la información. Agotado el tema de procedibilidad, el juzgador se avocó al análisis de los conceptos de violación del quejoso, en los cuales alegó, sustancialmente, que el bloqueo de su cuenta por parte del Fiscal General del Estado de Veracruz, "le causa un agravio a su derecho de acceso a la información como periodista […] pues se le impide acceder a información de interés general vinculada con el ejercicio del cargo público que ostenta la responsable".
Al respecto, consideró fundados tales motivos de disenso, pues una vez analizado el alcance del derecho humano a la información, así como lo establecido por el Pleno de este Alto Tribunal en el amparo directo en revisión 2931/2015, y por esta Segunda Sala al resolver el juicio de amparo directo en revisión 1/2017, consideró que, "atento a la importancia de Internet como un medio fundamental para que las personas ejerzan su derecho a la libertad de opinión y de expresión, se tiene que es evidente que el Fiscal General del Estado de Veracruz, Jorge Winckler Ortiz, al bloquear al hoy quejoso **********, en su cuenta de la red social Twitter, vulnera su derecho de acceso a la información de interés público que documenta en la misma a través de las publicaciones que realiza", que reflejan las actividades llevadas a cabo en ejercicio del puesto público desempeñado.
· Sin que sea obstáculo a tal conclusión, el alegato de la autoridad responsable en cuanto a que no se viola el citado derecho fundamental con su actuación, al contar el quejoso con diversos mecanismos de acceso a la información pública; ello, en atención a que, como estableció la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los precedentes en cita, "la Constitución también exige que el Estado informe a las personas sobre aquellas cuestiones que puedan incidir en su vida o en el ejercicio de sus derechos (información de interés público), sin que sea necesaria alguna solicitud o requerimiento por parte de los particulares".

Máxime que la aludida información "es publicada en forma voluntaria por Jorge Winckler Ortiz, en su cuenta personal en la red social Twitter", al asumir las obligaciones establecidas en los artículos 9, fracción VII, 11, fracción V, y 51, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Veracruz, 216, 221, fracciones I, VII, VIII y XII, del Reglamento de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Veracruz.

· Cabe señalar que la conclusión apuntada "no implica que la autoridad responsable deba, obligatoriamente, publicar toda la información pública generada por su actividad en el cargo a través de la red social Twitter", pues no existe norma que así lo establezca, y mucho menos que se restrinja la posibilidad al Fiscal General del Estado de Veracruz, Jorge Winckler Ortiz, de denunciar a los usuarios que violen los términos y condiciones de uso aceptados ante la empresa correspondiente.

· En conclusión, el Fiscal General del Estado de Veracruz, Jorge Winckler Ortiz, al bloquear a un seguidor en la red social Twitter, violenta el derecho humano de éste a ser informado establecido en el artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, adoptada en San José de Costa Rica y 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

En esas condiciones, ante lo fundado del concepto de violación, se "concede la protección constitucional" solicitada, para el efecto de que el Fiscal General del Estado de Veracruz, Jorge Winckler Ortiz, "proceda a desbloquear al usuario @**********, en la propia cuenta @**********, de la red social Twitter, y así permitirle acceder a la información publicada en la misma".
II. Recurso de Revisión. Inconforme con la anterior resolución, la autoridad responsable Fiscal General del Estado de Veracruz, por conducto del Subdirector de Amparo, Civil y Penal, interpuso recurso de revisión en su contra, en el cual plantea lo siguiente:

· Primer agravio [indebido análisis de la causal de improcedencia]. En principio aduce que, el Juez de Distrito consideró erróneamente que la persona física titular de la cuenta que "bloqueó" al quejoso actuó con carácter de autoridad, es decir, que actuó en un plano supra a subordinación con respecto al quejoso, con ello, aplicó de forma incorrecta el artículo 5, fracción II de la Ley de Amparo en vigor.
Es así, pues la cuenta "bloqueadora" pertenece a una persona física, de lo que se advierte que no puede considerarse como un medio de comunicación con la ciudadanía sobre su gestión en su calidad de Fiscal General de Veracruz. También debe analizarse que la cuenta de la que se adolece fue bloqueado se creó en el mes de mayo del año 2011, mucho tiempo antes del 30 de diciembre de 2016, fecha en que tomó su encargo el actual Fiscal General del Estado de Veracruz, puesto que ello adminiculado a la ausencia de solicitud de verificación, conllevan a la verdad legal de que la cuenta ********** fue abierta y es utilizada únicamente con fines personales y privados.
· De todo lo anteriormente expuesto se colige que el acto del que se adolece el quejoso no reúne los elementos que un acto de autoridad debe reunir, es decir, no es un acto ejecutado por el Estado. Así también, y de conformidad con el criterio citado por el Juez de Distrito, tampoco existen elementos probatorios que determinen que el bloqueo del que se duele el quejoso sea un acto de un funcionario que con fundamento en la ley se emita como un acto unilateral y que cree, modifique o extinga situaciones jurídicas que afecten la esfera jurídica del gobernado.
Máxime que las obligaciones del Fiscal General de Veracruz, establecidas en la Ley Orgánica de la Fiscalía y en el Reglamento de dicha ley se cumplen cabalmente a través de los sitios oficiales de la Fiscalía (Portal Oficial Web http://comunicacion.fiscaliaveracruz.gob.mx, Facebook Oficial fgeveracruz y Twitter Oficial @fge_veracruz).
· Segundo agravio [violación al principio de agravio personal y directo]. La recurrente aduce que el Juez de Distrito inobservó el respeto al principio de "agravio personal y directo", mediante la incorrecta apreciación de las pruebas y constancias del amparo en estudio.
Lo anterior, ya que el quejoso adujo que el bloqueo a su cuenta "obstaculiza su labor periodística, en particular con las coberturas vinculadas con temas de seguridad, derechos humanos, desapariciones y fosas clandestinas en el Estado de Veracruz". Empero, no existe certeza jurídica de que el "impedimento" de acceder (del quejoso) al contenido de la cuenta ********** efectivamente materializó una merma o daño a su derecho a obtener información pública, pues no se constató que la información pública que buscaba se encontraba sólo en el sitio al cual no tuvo acceso.
· Ante la ausencia de certeza del daño producido al derecho a la libertad de expresión en la modalidad de acceso a la información pública, la resolución recurrida violenta el principio de procedencia del amparo ante la presencia de un agravio personal y directo, al resolver sin tener por cierto dicho agravio, contraviniendo el contenido de los artículos 73, 74, fracciones I, II, III, IV, V, VI, 75 y 76 de la Ley de Amparo vigente.
· Tercer agravio [variación de la litis]. Por otra parte, señala que el Juez de Distrito varía el contenido de lo expresado en la demanda de amparo y los agravios expuestos por el quejoso. Ello, ya que el Juez de Distrito varió el planteamiento realizado por el quejoso en el escrito de demanda de amparo, al encuadrar la información encontrada con la información que el impetrante de garantías adoleció le fue negada mediante el bloqueo.
Es decir, de manera "general" el quejoso se duele que se le impide el acceso a información pública y él mismo específica y afirma que de manera particular se refiere a "las coberturas vinculadas con temas de seguridad, derechos humanos, desapariciones y fosas clandestinas en el Estado de Veracruz". Sin embargo, la información encontrada en la cuenta ********** dista mucho de aquella por la que particularmente se dolió el quejoso, situación que el Juez de Distrito varió y modificó "encuadrando" el tipo de información, concediendo el amparo solicitado, y violentando con ello el contenido de los artículos 74 y 75 de la Ley de Amparo vigente.
· Cuarto agravio [violación al acceso a la información]. Finalmente, aduce que el Juez debió considerar el tipo de información encontrada en la cuenta ********** y realizar un estudio acerca del tipo de información a la que tiene derecho el quejoso a acceder, con base en el principio de proporcionalidad.
De lo contrario, estaría pasando por alto la regulación de la ley que considera que la información personal es confidencial, el Juez de Distrito estaría ordenando acceso total sin razonar y percatarse que hay constancias en autos que denotan que en la cuenta @********** se encontraron diversos tipos de información:
· En efecto, concatenado a los agravios anteriormente expuestos, se aprecia que el Juez de Distrito omitió analizar que en la red social Twitter se "acepta o rechaza" de forma total la información de cada tuit (mensaje). En la red social twitter no es posible elegir tal opción de "privacidad" de los tuits o retuits, es decir, la información de la cuenta es vista por todos los usuarios al momento de realizarla o te sigan en el futuro".
Así pues, el Juez de Distrito debió estudiar las características de la red social Twitter y no sólo resolver de manera somera, incurriendo en una desproporcionalidad, pues al otorgar acceso (pleno y total) a una cuenta de una persona física, cuenta que no ha sido verificada, cuenta que contiene información personal que las leyes (estatal y general) catalogan como información confidencial, resolvió de forma desproporcional.
· En suma, el Juez de Distrito resolvió en contravención con los diversos 73, 74, fracciones I, II, III, IV, V, VI, 75 y 76 de la Ley de Amparo vigente, ya que de conformidad con los tipos de información encontrados en la cuenta ********** debió de realizar la justipreciación necesaria, con base en el principio de proporcionalidad, y definir qué tipo de información es la que tiene derecho a accesar el quejoso, puesto que no toda la información encontrada fue pública y en consecuencia el acceso a la información de la cuenta de Twitter materia del presente amparo no debe concederse de manera indiscriminada y desproporcional, sobre todo al tener constancia de la existencia de información confidencial.
CUARTO. Análisis de los requisitos que condicionan la procedencia del ejercicio de la facultad de atracción. En sesión privada de nueve de agosto de dos mil dieciocho, los señores Ministros integrantes de esta Segunda Sala hicieron suya la solicitud formulada por el Juez Décimo Octavo de Distrito en el Estado de Veracruz, a efecto de conocer el amparo en revisión **********, del índice del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito; de ahí que es dable sostener que los requisitos formales se encuentran satisfechos.

Asimismo, de los antecedentes que informan el presente asunto, se desprende que se satisfacen los requisitos materiales para que este Alto Tribunal ejerza su facultad de atracción para conocer del citado juicio de amparo, ya que su análisis preliminar permite establecer que algunos de los temas revisten un interés relevante, en tanto es menester dilucidar:

(1) Si el bloqueo en Twitter de una cuenta a otra, siendo una perteneciente a la persona que ejerce el cargo de Fiscal General del Estado de Veracruz –bloqueadora– y otra perteneciente a una persona que tiene el carácter de periodista –bloqueada–, constituye un acto de autoridad para efectos del juicio de amparo;
(2) Si el referido bloqueo entre usuarios vulnera el derecho humano de acceso a la información, por privar a los usuarios de la citada plataforma electrónica de allegarse de datos y contenidos que se refieran a los actos de la referida fiscalía estatal; y
(3) En caso de que se actualice la violación al aludido derecho humano, determinar si el hecho de que el Juez de amparo haya obligado a levantar el bloqueo reclamado, se traduce en una afectación desproporcional a la esfera jurídica del titular de la aludida fiscalía, en tanto no sólo permitiría al quejoso el acceso a la información pública relacionada con la Fiscalía General del Estado de Veracruz que sea difundida a través de la cuenta **********, sino además a la diversa información personal que sea divulgada por el titular de ese órgano gubernamental en la citada cuenta de Twitter.
Asimismo, el asunto cumple con el requisito de trascendencia, en virtud de que no existe jurisprudencia que dé solución a los puntos jurídicos que compete dilucidar en el presente medio de control constitucional, lo que significa que permitiría establecer un criterio de carácter excepcional y novedoso que sirva de pauta para la resolución de casos futuros en los que se encuentren a debate los ya precisados temas jurídicos.
QUINTO. Decisión. De acuerdo con la consideración que antecede, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerce su facultad de atracción para conocer del amparo en revisión ********** formulada por los Ministros integrantes de esta Segunda Sala.
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerce la facultad de atracción a que este expediente se refiere.

SEGUNDO. Remítanse los autos a la Subsecretaría General de Acuerdos de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, para los efectos legales consiguientes.
Notifíquese; y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido. 
Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Eduardo Medina Mora I. Ausente el señor Ministro Alberto Pérez Dayán (ponente). La señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos hizo suyo el asunto.
Firman el Ministro Presidente y la Ministra Ponente que hizo suyo el asunto, con el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala que autoriza y da fe.

PRESIDENTE

MINISTRO EDUARDO MEDINA MORA I.

PONENTE QUE HIZO SUYO EL ASUNTO

MINISTRA MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS

SECRETARIO DE ACUERDOS

LIC. MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ

IMA/ndv
“En términos de lo dispuesto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del veinticuatro de abril de dos mil siete, y conforme a lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, así como en el segundo párrafo del artículo 9º del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
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� Consultable en la página 6 del Tomo IV, diciembre de 1996, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época.





